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COMISIÓN HONORARIA DEL COOPERATIVISMO 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 3 de noviembre de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Bertil R. Bentos, Daniel Bianchi, Juan José Bruno, Javier Cha, 
Martín Fernández, Jorge Patrone y Mónica Travieso. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Pablo Pérez González. 

SECTOR: 

INVITADOS: Por la Comisión Honoraria del Cooperativismo, contadores Juan José Sarachu, Presidente, y 
Rodolfo Boragno; doctor Sergio Reyes, Asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial sobre Marco Cooperativo da la bienvenida a la delegación de la Comisión Honoraria 
del Cooperativismo, integrada por el contador Juan José Sarachu, Presidente, el contador Rodolfo Boragno y 
el doctor Sergio Reyes, asesor. 


Nuestra intención era continuar una primera visita que habíamos recibido de su parte hace unas sesiones 
atrás. Hemos enviado las versiones taquigráficas de la Comisión -pretendemos hacerlo en forma sistemática, 
de forma tal que puedan seguir el debate a lo largo de este proceso- y la idea inicial era que hoy abundaran en 
el proyecto y su articulado, razón por la cual les damos la bienvenida y cedemos la palabra al contador 
Sarachu. 


SEÑOR SARACHU.- Agradecemos esta segunda invitación, que nos permite seguir profundizando un 
tema de interés. 


Brevemente, queremos informar el proceso que hemos seguido. La Comisión destinó la jornada del sábado a 
discutir el articulado. Decidimos convocar a una reunión con todos los Ministerios -era un pedido que nos 
habían formulado-, fundamentalmente porque tenemos otra tarea asignada, que es la de proyectar un plan 
nacional de desarrollo cooperativo, inserto en el plan de desarrollo económico y social del país. A este 
respecto, estamos discutiendo con el Director de la OPP los lineamientos generales, y el día 11 vamos a tener 
una reunión con todos los Ministerios para tratar el plan de desarrollo y, fundamentalmente, la ley. También 


queremos hacer saber a todos ellos que pueden canalizar a través nuestro las inquietudes que puedan 
suscitarles el articulado y los temas que están sobre la mesa. 


Mañana -siguiendo con este relacionamiento- tenemos una sesión en la que recibiremos la visita de la 
economista Laura Remersaro, de la Auditora Interna de la Nación, con quien también vamos a profundizar 
fundamentalmente el capítulo que tiene que ver con el contralor de las cooperativas. 


Nosotros queremos hacer algo objetivo, un análisis desprendido de los antecedentes que muchos de nosotros 
tenemos en el movimiento cooperativo. Los tres que estamos acá representamos al Poder Ejecutivo en la 
Comisión y pretendemos que, fuera de todo corporativismo, se hagan planteos objetivos que redunden en 
beneficio de todos. Nos parece que eso es sustancial, porque si no, se puede desviar hacia algo que no 
queremos: un movimiento más que cooperativista, corporativista, que no es la intención, ni mucho menos, de 
la ley general de cooperativas que estamos discutiendo. 


Habíamos pedido al doctor Sergio Reyes que sintentizara las discusiones que hemos tenido para hacer un 
planteo más armónico a la Comisión. Luego, si los legisladores así lo pretenden, podemos dialogar. 


SEÑOR REYES.- Como decía el contador Sarachu, la idea es profundizar en el desarrollo que 
habíamos hecho en la sesión anterior. 


He armado mi exposición en trece puntos: algunos serán breves menciones de ciertos aspectos; otros se 
refieren a la ley propiamente dicha, y hay otros que más que nada tienen que ver con aclaraciones que, más 
allá de que no refieran al proyecto de ley en sí mismo, son importantes a la hora de tomar la decisión que 
ustedes deben adoptar sobre este asunto. 


Una primera aclaración de alguna manera ya quedó realizada por el contador Sarachu, y refiere a que estamos 
en procura de obtener las opiniones de los distintos Ministerios. 


La segunda aclaración -también lo decía el contador Sarachu- refiere al hecho de que tuvimos una 
participación muy activa en este anteproyecto de ley que presentó el año pasado CUDECOOP al Parlamento, 
en tanto éramos coordinadores de la Comisión Asesora Jurídica de la Confederación, que elaboró el proyecto 
que está sirviendo de base para la discusión que se está dando en estos días. En ese sentido, en agosto 
próximo pasado, en la medida en que nos propusieron integrar la Comisión Honoraria para el 
Cooperativismo, dejamos de integrar el Comité Ejecutivo de CUDECOOP. Así es que no podemos negar 
nuestro origen del movimiento cooperativo -del cual, además, nos sentimos muy orgullosos- y creemos que, 
en definitiva, esto tiene que tener parte de teoría y parte de la práctica, parte de la acción. Y bueno, creemos 
tener mucha acción, porque todos somos del movimiento cooperativo; hemos estado y seguimos estando en 
diversas ramas del movimiento cooperativo y, a la vez, hemos tratado de estudiar todo el material -tanto 
nacional como internacional- que estuvo a nuestro alcance, procurando la mejor síntesis para colaborar en 
este proceso de discusión. 


Como tercera aclaración, quiero decir que nos vamos a extender un poco más que en la reunión pasada, 
porque aquella fue una intervención de carácter meramente general. 


Como cuarto punto, queremos referirnos de manera sucinta -pero va a llevarnos un poquito más de tiempo- al 
origen de las cooperativas y a los principios cooperativos, fundamentalmente a estos últimos y a algunos de 
ellos más que a otros, de manera tal de trasmitirles lo que, a nuestro juicio, son las especificidades de las 
cooperativas que llevan a que deban ser reguladas en forma separada de otro tipo de entidades como, por 
ejemplo, las sociedades comerciales, las asociaciones civiles, etcétera. 


Seguramente, conocen que el cooperativismo es una manifestación socioeconómica que nace en la primera 
fase de la Revolución Industrial, como reacción a las condiciones existentes en aquel momento. Esto, que 
parece estar tan lejos en el tiempo, no es menor, y siempre debe tenerse presente el hecho de que el 
cooperativismo haya nacido junto con el mutualismo y el sindicalismo -a pesar de que son vertientes que 
luego se dividen y que presentan respuestas distintas a los mismos problemas-, porque la Revolución 
Industrial marca el pasaje del sistema capitalista de una etapa a otra. Así se empieza a hablar de lo que se 
denomina capitalismo industrial y, precisamente, las cooperativas procuran hacer centro, más que en el 
capital, en la persona, en el hombre. Sin desmedro de que entienden que el capital es necesario para 


desarrollar estos emprendimientos, que en definitiva también son económicos, consideran que es un 
instrumento necesario para satisfacer las necesidades de las personas, pero que no es el elemento primordial. 
Ya lo vamos a ver en el desarrollo de esta presentación, pero me parecía importante remarcar ese punto. 


En estos más de cien años de desarrollo que tiene el movimiento cooperativo, se ha ido perfilando con 
caracteres propios en el mundo entero, obviamente que con diferencias de acuerdo a la idiosincrasia de cada 
pueblo y al contexto social y económico en el que se ha desarrollado en las distintas latitudes, pero hay un 
conjunto de aspectos comunes, que son las llamadas doctrinas cooperativas, que se plasman en los siete 
principios cooperativos que ha recogido la Alianza Cooperativa Internacional. 


Este es un organismo que se creó en 1895, y tuvo la virtud de sintetizar los primeros principios cooperativos 
enunciados por lo que se reconoce como la primera cooperativa de la era moderna, una cooperativa 
conformada en el año 1844 por veintiocho obreros textiles -esto marca ya en el origen a los trabajadores 
como pioneros del cooperativismo-, en Inglaterra, en la localidad de Rochdale. 


La Alianza Cooperativa Internacional toma el conjunto de principios de esta cooperativa, los sintetiza y, en el 
transcurso del siglo pasado, los va reformulando. Esa reformulación -la última fue 1995, en el Congreso 
Centenario realizado en Manchester- tiene que ver también con la evolución histórica, con el contexto en que 
se van formulando estos principios. La primera reformulación es de 1937 y la segunda, de 1966, y no hay 
duda de que esas enunciaciones están marcadas por las características políticas y sociales de la época. 


En 1995, se ensaya la última reformulación de los principios cooperativos, y podríamos decir que es la más 
osada, en tanto está teñida por los primeros efectos de la época en que estamos viviendo: la famosa 
revolución tecnológica, la famosa revolución informática, que todos sabemos que está produciendo efectos 
muy fuertes, de los que nos cuesta separarnos porque estamos inmersos en el proceso. De todas maneras, 
estos siete principios contienen los aspectos fundamentales por los que siempre ha transitado el movimiento 
cooperativo y en los que se han basado las legislaciones del mundo entero. 


El primer principio es el de la membresía abierta o el libre ingreso y egreso. El segundo refiere al control 
democrático, es decir, a la participación en pie de igualdad de todos los asociados, independientemente del 
capital aportado. El tercer principio se anuncia como participación económica; en sí misma, la enunciación 
dice poco y nada, pero refiere al hecho de que si hay excedentes en las cooperativas deben ser distribuidos en 
función de las operaciones realizadas por cada miembro y no del capital. También tiene que ver con que en 
las cooperativas siempre debe haber un conjunto de reservas con carácter de irrepartibles; esto tampoco es 
menor, porque las diferencia claramente de las sociedades comerciales, en las que las personas, con absoluta 
legitimidad, ponen determinado capital para obtener una ganancia y saben que si esa sociedad se liquida se 
llevan las reservas. En las cooperativas no es así, precisamente en función de estos principios. 


Luego, hay cuatro principios que no vamos a desarrollar demasiado, pero que también hacen al accionar de 
las cooperativas. Son los siguientes: principio de autonomía e independencia; principio de entrenamiento, 
educación e información permanente cooperativa; principio de cooperación entre cooperativas o 
intercooperación, y principio de compromiso con la comunidad. 


Queremos destacar que el cuarto principio, el de autonomía e independencia, ya existía, pero en 1995 se 
formula con mucha mayor contundencia. Es interesante retener esto para después, cuando abordemos el 
punto que tiene que ver con la relación del Estado con las cooperativas: el famoso Consejo Superior de 
Cooperativismo sí o no, en qué órbita, con qué funciones, etcétera. 


Vamos a seguir con lo que yo tracé como quinto punto, que refiere a repasar en forma somera la situación 
actual de la legislación en Uruguay, lo que nos ilustra acerca de la necesidad de contar con una nueva ley 
general de cooperativas. 


En Uruguay, la primera ley data de 1941, es la N* 10.008, de cooperativas agropecuarias, que hoy está 
derogada. Luego, tenemos la Ley N* 10.761, de 1946, que es de cooperativas de producción y consumo, que 
en realidad es la ley más antigua que hoy tenemos, que sigue regulando estas dos entidades y que, en forma 
residual, regula a todas aquellas cooperativas que no tienen una regulación específica. 


Pasamos al año 1966, cuando se aprueba la Ley N* 13.481, que refiere a cooperativas de producción. Esta ley 
es atinente a los aspectos tributarios o fiscales de las cooperativas de producción pero, de todos modos, 


ensaya una definición -aunque sea a los efectos fiscales- que no es menor, porque está teñida también por el 
contexto histórico. Fundamentalmente, esta ley refería al hecho de que los medios de producción debían ser 
de propiedad de las cooperativas para que pudieran considerarse tales a los efectos fiscales. Esta ley fue 
derogada el año pasado por la Ley N* 17.794, en un proceso que seguramente algunos de ustedes recordarán 
y que comentaremos al final, porque es la última ley que tenemos. 


Siguiendo el orden cronológico, en 1968 tenemos la regulación acerca de las cooperativas de vivienda, que 
está comprendida en el Capítulo X de la Ley N* 13.728, que contenía el Plan Nacional de Viviendas de la 
época, y que generó un sistema de cooperativas de vivienda muy interesante en la teoría, que después, en la 
práctica, se plasmó de buena forma y se construyó un sistema que ha dado solución de vivienda a muchas 
personas. 


Ya en 1979, tenemos la Ley N* 14.827, de cooperativas agroindustriales, que prácticamente ha caído en 
desuso. Si bien tuvo alguna utilización por parte de tres o cuatro entidades -alguna de las cuales, inclusive, ya 
no existe-, luego, cuando en 1984 se dictó la Ley N” 15.645, sobre cooperativas agrarias, todas tomaron esta 
norma y dejaron la N* 14.827, Además, la Ley N” 15.645 generalmente es reconocida como la ley de 
cooperativas más avanzada que tenemos, por cuanto contiene una serie de institutos que no tenían las 
legislaciones anteriores. 


En 1990, se aprobó la Ley N” 16.156, que ya no refiere a un tipo de cooperativas sino a la generalidad, y es 
atinente exclusivamente a la aprobación de sus estatutos y concesión de la personalidad jurídica. Esta ley es 
considerada un avance importante, porque permitió eliminar la diversidad de regímenes que había en cuanto 
a la obtención de la personería jurídica, para unificarla en uno solo, que consiste básicamente en la 
aprobación del estatuto por parte de la asamblea correspondiente y, control de legalidad mediante, con la 
inscripción en el Registro público se obtiene la personería jurídica. 


Más acá, tenemos el Decreto N* 223, de 1998, que, si bien no es una ley, es importante mencionarlo porque 
refiere al control de algunas cooperativas, a lo que nos vamos referir después con mayor profundidad. 


Finalmente, la Ley_N* 17.794, del año pasado, deroga la ley de 1966 y regula las cooperativas de producción 
en forma conjunta con la ley de 1946. 


Quizás sea interesante mencionar también que las cooperativas de ahorro y crédito tuvieron una regulación 
específica, a través de la Ley N* 13.988, de 1971, que vino a regular el fenómeno de las cooperativas de 
ahorro y crédito, que ya existía y que se regulaba básicamente por la ley de 1946. De todas maneras, esta ley 
duró poco, apenas unos diez u once años, porque en 1982, el Decreto-Ley_N* 15.322, de intermediación 
financiera, la derogó. Dejó subsistentes apenas dos artículos, uno que refiere a las retenciones y otro a la 
posibilidad de realizar seguros de protección para casos de fallecimiento de sus socios. En definitiva, la Ley 
N? 13.522, en apenas tres artículos -el 28, el 29 y el 30-, regula a las cooperativas de ahorro y crédito, pero 
también remite a la ley de 1946. De ahí la existencia de los dos tipos de cooperativas que hoy conocemos: de 
ahorro y crédito, que son las de intermediación financiera, controladas por el Banco Central y que captan 
depósitos de ahorro público, y las de capitalización que, en realidad, no captan depósitos de ahorro público y 
solamente trabajan otorgando créditos -cual es su objetivo principal- con el capital social de sus propios 
asociados o, eventualmente, tomando ellas préstamos en otras instituciones privadas o públicas. 


Este panorama sirve para ilustrar de manera más clara la situación que tenemos en este momento y que nos 
lleva a pensar que debemos unificar la normativa. En realidad, si fuéramos a analizar las características que 
tiene este conjunto disperso de normas, llegaríamos a varias conclusiones. Simplemente, voy a hacer un 
breve comentario para ilustrar lo que quiero decir. Este conjunto de disposiciones contiene siete definiciones 
acerca de las cooperativas y nos parece que muestra la situación en que nos encontramos. No es conveniente 
que, en definitiva, una manifestación social y económica como la de las cooperativas tenga tantas 
definiciones diferentes, siendo que se trata de la misma cosa aunque realicen distinta actividad, ya sea 
agraria, de ahorro y crédito, de vivienda, etcétera. En todo caso, la definición debiera ser una. Prefiero no 
extenderme en esto para entrar directamente a los puntos del proyecto de ley en sí mismo. 


Como sexto punto, quería hacer algún breve comentario de las tendencias a nivel mundial con respecto a la 
forma de legislar sobre las cooperativas. Esto es, más que nada, una apreciación de la realidad, por haber 
mirado lo que pasa en Europa y América para transmitirlo a ustedes. Se trata de contar un dato de la realidad; 
no significa afiliarse a una postura u otra. 


En primer lugar, tanto en Europa como en América, la tendencia es a regular a las cooperativas en un solo 
cuerpo normativo, ya sea en una ley o en un código cooperativo. Esa es la tendencia general. En América 
Latina se cuenta con veintiún países donde existe una ley general de cooperativas. 


En Europa, según lo que estudiamos hasta el año pasado, antes de que ingresaran los diez últimos países a la 
Unión Europea, de los quince que la integraban, catorce de ellos contaban con una ley general de 
cooperativas. También debe remarcarse que, en algunos casos, además de la ley general, también existe cierta 
regulación específica para algún tipo de cooperativas. 


Dentro de este punto nos parecía también interesante compartir con ustedes algunas reflexiones que en 
noviembre del año 2001 nos hiciera el doctor Dante Cracogna, un especialista argentino en derecho 
cooperativo, que está muy cercano a nosotros y ha venido en varias oportunidades a compartir sus 
conocimientos. 


Recuerdo que en esa oportunidad él señalaba que hasta el año 1989, cuando ocurre la caída del muro de 
Berlín, la caída del Socialismo real o de la Unión Soviética -señalo esto porque marca una etapa histórica que 
no podemos negar-, en general, en América se habían dado tres modelos de la relación del Estado con las 
cooperativas que quizás podían extenderse al mundo entero: uno prescindente, uno absorbente y uno 
promocional. Él entendía que el modelo absorbente había ocurrido sobre todo en los países socialistas, que el 
promocional se había dado fundamentalmente en América y se venía extendiendo hasta nuestros días, pero 
que en los últimos tiempos más bien se estaba dando el modelo prescindente; es decir que había una cierta 
prescindencia del Estado con relación a las cooperativas. Él explicaba que había una especie de 
superposición; cuando va finalizando una etapa histórica, siempre quedan resabios de la anterior que, 
fundamentalmente, tienen que ver con la institucionalidad de las cosas. Con esto no marcaba ninguna 
opinión, él trataba de ser objetivo en una apreciación de lo que había pasado. Nos contaba que, a su juicio, se 
venía dando una prescindencia en América en tanto, en general, el Estado procuraba no ingresar a la 
regulación de diversas actividades económicas, entre ellas, las de las propias cooperativas pero, de alguna 
manera, tenía una presencia muy importante en relación con la supervisión, control y registro de las 
cooperativas. Él entendía que eso tenía que ver con ese desfase que a veces se da en esos procesos históricos. 
En todo caso, esta es una apreciación meramente objetiva, y creemos que debe estar en manos de los 
gobiernos definirse hacia un lado u otro. 


Como séptimo punto quiero compartir con los señores Diputados algunas reflexiones acerca del proceso de 
elaboración de la ley, que puede ilustrar -tanto a ustedes como a nosotros- en este proceso de discusión. 


Al respecto todos ustedes saben que el proyecto nació en CUDECOOP, se presentó el año pasado en el 
Parlamento y que legisladores de todos los partidos lo firmaron para darle estado parlamentario y generar este 
proceso que hoy se está dando. Pero creo que es bueno remarcar que el proceso tuvo un comienzo allá por el 
año 2001 -precisamente en el mes de noviembre, en este Seminario de Legislación Cooperativa al que hacía 
referencia- y en ese momento se elaboró un documento denominado "Principales bases para un proyecto de 
ley general de cooperativas". Luego, entre los años 2002 y 2003, se elaboró la parte general y, en el primer 
semestre del 2004, se acordó la parte especial. Me parece que esto es interesante y no es menor, porque en 
definitiva puede hacer a la realidad de lo que quedó contenido en el proyecto. 


De esta manera y de a poco estoy ingresando al proyecto de ley. Creo que este es un buen momento para 
explicar algo relacionado a la posible armonía y conciliación entre la parte general y la especial, que entiendo 
siempre se procuró -por lo menos a juicio personal y también a juicio de la Comisión Honoraria con la que 
hemos estudiado el tema-, pero quizás no siempre se logró. 


Al respecto cabe mencionar que la parte especial, relativa a las cooperativas en particular, contiene 85 
artículos. Por otro lado, las normas comunes a todas las cooperativas, contenidas en la parte general y en el 
título de disposiciones especiales y transitorias, contiene 122 artículos. Hay que destacar que 45 artículos de 
la parte especial -es decir, el 53% de los artículos de las cooperativas en particular- están destinados 
exclusivamente a las cooperativas de vivienda. 


Cabe comentar que, a nuestro juicio, el sistema cooperativo de vivienda ha logrado una construcción muy 
importante, la que tiene como base el Capítulo X de la Ley N” 13.728. Esto ha llevado a que se tenga mucho 
cuidado de no desarmar dicho sistema, por lo que las innovaciones son muy difíciles de hacer en esta materia. 
En consecuencia, los profesionales y los directivos de las federaciones que trabajaron en el capítulo relativo a 


vivienda -de FECOVI y de FUCVAM- fueron muy cuidadosos por este motivo, más allá de la propia 
convicción que posean de que el sistema legal existente sea el más adecuado. 


A nuestro juicio es cierto que este sistema contiene una serie de particularidades que deben ser mantenidas, 
pero también podría sostenerse -lo que no es menos cierto- que hay algunas de las definiciones en el Capítulo 
relativo a Cooperativas de Viviendas, que en la medida que están contenidas en la parte general podrían 
haberse obviado en esa parte especial. Creemos que quizás este sea el momento de hacer el esfuerzo en ese 
sentido; esa es nuestra opinión. 


Por otro lado, vale la pena recordar que en el proceso de elaboración del proyecto una de las posibilidades 
manejadas con relación a las cooperativas de vivienda fue no incluirlas en el proyecto de ley y, por el 
contrario, dejar vigente la Ley_N* 13.728. Finalmente se entendió que lo más coherente y armónico - 
procurando evitar posibles problemas de interpretación e integración del derecho cooperativo- era la solución 
adoptada, es decir incorporar lo relativo a vivienda en el proyecto. De todos modos, no negamos y, más bien 
reiteramos, que quizás pueda realizarse un esfuerzo por lograr una mejor solución en el proyecto. En este 
sentido, nos parece que quizás CUDECOOP pueda estar en mejores condiciones para realizar una propuesta. 
Además, nos permitimos sugerir a los integrantes de la Comisión la invitación a exponer a la Asociación de 
Escribanos del Uruguay y nos consta que su Comisión de Derecho Cooperativo viene trabajando este punto 
desde hace ya cierto tiempo; asimismo, nos parece que esto puede ser un aporte interesante para esta 
Comisión Parlamentaria. 


Volviendo al punto de la descompensación de la parte general con la parte especial, reiteramos que 45 
artículos de esta última parte son de vivienda; por ejemplo, hay otras modalidades que tienen mucho menos 
artículos: las cooperativas de seguros tienen un solo artículo; las de consumo, tres; hay uno solo para las de 
salud. Pero, en todo caso, la cuestión no solo pasa por la cantidad de artículos sino por el contenido en sí 
mismo: de esa manera, si la parte especial tuviera un solo artículo pero fuera contradictorio con algunas de 
las soluciones adoptadas en la parte general, el proyecto no sería armónico, aunque sea en un punto. Nos 
parece que este es el momento para subsanar esos eventuales errores. Por ejemplo, en varios de los capítulos 
de la parte especial se mantuvieron disposiciones provenientes de la normativa legal original, o mejor dicho 
la existente, y han quedado aspectos que podrían llevar a pensar que se favorece a alguna clase de 
cooperativas sobre otras, aunque de pronto solo sean normas de carácter programático. De esa manera, por 
ejemplo, el artículo 128 refiere a la promoción de las cooperativas agrarias, y realmente no creemos que se 
quiera que solo se promocione a estas; por lo pronto, esa es la postura de la Comisión Honoraria. No creemos 
que nadie apueste a que solo haya promoción de un tipo de cooperativas. 


Quiero destacar, por cierto, que cuando se vaya afinando la formulación de las medidas o instrumentos a 
utilizar para esto es muy probable que pueda haber medidas comunes al conjunto de las cooperativas; por 
otro lado, puede suceder, por cierto, que sean diferenciales debido al tipo de actividad que realice cada 
cooperativa. 


Por el solo hecho de citar otro aspecto más -que lleva a que sea necesaria una adecuación-, nos parece que 
viene al caso comentar lo relativo a las cooperativas de producción y trabajo. Cuando se elaboró el proyecto 
de ley se incorporó como parte relativa a las cooperativas de trabajo un proyecto de ley que había presentado 
en forma conjunta, años atrás, la CUDECOOP con la FCPU, el que después fue objeto de modificaciones y 
aprobado como Ley N? 17.794 que ya mencionamos. 


Por esta razón, lo que quedó contenido en el proyecto de ley general es un texto que ni siquiera se condice 
con la normativa hoy vigente para dicho tipo de cooperativas. Pero, más allá de estas debilidades que se 
pueden señalar, nos parece que el proyecto generó esta instancia que es trascendente, así como esta Comisión 
Especial; asimismo, generó que la Comisión Honoraria hoy tenga este como uno de sus temas principales. 
Nos parece que es el momento de hacer el esfuerzo en conjunto para tratar de sortear algunas debilidades que 
pueda tener el proyecto de ley acerca de ese aspecto. 


Luego tenemos un octavo punto que refiere a las fuentes del proyecto de ley, el que vamos a saltear a los 
efectos de avanzar sobre los siguientes aspectos. 


En particular, el noveno punto que nos habíamos anotado para compartir con ustedes es el que refiere a la 
justificación, propiamente dicha, de una ley de cooperativas en el mundo entero y en nuestro país en 
particular. Ya hicimos alguna referencia a los cambios fuertes que se viven en el mundo entero -me refiero a 


la famosa revolución tecnológica- porque, aunque parezca que no tiene relación con esto -creemos que sí., las 
cooperativas no pueden seguir viviendo con legislaciones que fueron realizadas en contextos absolutamente 
diferentes al actual. Eso, por sí solo -y de forma fundamental- justifica la necesidad de legislar acerca de las 
cooperativas en todas las latitudes y en nuestro país en particular. 


Sobre este tema, y aunque pueda parecer un poco lejano al punto que estamos tratando, me voy a permitir 
leer una pequeña frase de un libro argentino bastante reciente -corresponde al año 2004- que se llama "El 
cooperativismo agrario ante la globalización" cuyos autores son los señores Lattuada y Renold. 


Con la lectura que realizaré pretendo ilustrar el estado en el que estamos ante las cooperativas y, por lo tanto, 
la necesidad de hincarles el diente. 


Luego de evaluar toda una situación de diagnóstico de las cooperativas agrarias en la Argentina y de otras en 
general, estos autores expresan en un pasaje del libro lo que relataré a continuación. 


Estos autores señalan: "En síntesis, desde nuestra perspectiva, cuando hablamos del proceso de 
transformación institucional del cooperativismo agropecuario nos referimos a formas de organización que se 
diferencian unas de otras. Es decir, que difieren en las relaciones de sus elementos constituyentes, aunque 
pueden expresarse en el interior de un gran conjunto o 'familia institucional', al modo de un conjunto de 
transformaciones que pueda permitir, metodológicamente, dar cuenta de sus semejanzas y diferencias.- Si 
bien estas formas de organización permiten, en una etapa intermedia, la convivencia de normas y prácticas 
contradictorias, se llega a un punto de inflexión -en la etapa de mutación- que implicará dos alternativas de 
desarrollo institucional opuestas: el retorno a una mayor coherencia entre las prácticas y las normas 
originales o a una drástica modificación de los principios originarios que permita un funcionamiento de la 
organización más como una empresa administradora de capital que como una cooperativa.- En el primer 
caso, serán cooperativas relativamente pequeñas, locales, con alta participación y compromiso de sus socios, 
con escasa burocratización interna, con funciones que se extienden más allá de la relación económica 
comercial, incluyendo ayuda solidaria y gestiones múltiples (...) en beneficio de sus socios, y un nivel de 
retribución claro, inmediato y transparente de parte de los beneficios que pueda obtener la cooperativa.- El 
segundo caso implica grandes empresas 'cooperativas' con expansión territorial sin límites de sus negocios, 
asociaciones y control de empresas de capital, operación con socios y no socios, gran desarrollo de su 
administración a partir de un cuerpo profesional ajeno a los socios y prioridad de la eficiencia económica y 
administrativa de la empresa. Los factores de mayor compromiso entre los asociados y las cooperativas ya no 
se basan en una relación de tipo asociado-propietario o asociado-cliente, sino en la subordinación del 
productor a la empresa, debido a las exigencias de frecuencia, cantidad y calidad en la producción que exige 
la incorporación al sistema de agronegocios y competitividad internacional emprendido". 


Con esto no estamos haciendo un juicio de valor y no estamos estableciendo si estamos de acuerdo o no con 
estas apreciaciones, pero nos interesa remarcar las etapas que estamos viviendo. En definitiva, esto da pie 
para pensar que hoy más que nunca debemos regular de forma precisa el fenómeno cooperativo y lo diría por 
dos aspectos fundamentales: por un lado, para preservar sus características propias y por ende sus valores y 
principios y, por otro, a fin de procurar dar herramientas que le permitan actuar del mejor modo posible en el 
escenario reinante. 


Hoy vivimos en una época en la que las cooperativas parecen ser objeto de grandes cambios. Entonces, nos 
parece que es fundamental lograr una conciliación a través de dar herramientas que le permitan ser 
competitivas, pero sin perder en absoluto, y teniendo como motivo fundamental, la preservación de sus 
características más importantes. 


Deseamos reflexionar acerca de un punto que sabemos puede ser muy discutido y es sobre si la ley de 
cooperativas debe ser una ley de promoción del cooperativismo, una ley que regule las relaciones de los 
socios con la cooperativa, o ambas cosas. Al respecto, nos parece importante comentarles que los modelos - 
por lo pronto simplemente en América- son muchos o quizás son variantes de dos modelos en particular. Un 
modelo es el que contiene, en forma conjunta, la promoción con la regulación propiamente dicha de las 
relaciones cooperativas; y hay otro modelo en el cual, por un lado, se separa la regulación de las 
cooperativas, de sus actos jurídicos, de los actos cooperativos y, por otro, se establece otra ley o varias leyes 
acerca de la promoción de las cooperativas. Es cierto que, en general, la legislación en América, aunque se 
refiera solo a las relaciones cooperativas, contiene declaraciones programáticas -por lo general en los 
primeros artículos- que refieren a la necesidad del fomento y a la promoción del cooperativismo. A nuestro 


juicio nos parecen importantes, pero en sí mismas no establecen instrumentos de promoción. En definitiva, si 
estuviéramos pensando que deberían contener elementos de promoción, tendríamos que definirlos 
concretamente y, en todo caso, regularlos. 


Al respecto, vale la pena compartir el hecho de que en la Comisión Honoraria debemos reconocer que aún no 
hemos estudiado el punto a fondo -principalmente por lo que decía el contador Sarachu-; nos faltan los 
puntos de vista de los distintos Ministerios, lo que nos parece fundamental para definir este aspecto. 


En la propuesta que está a estudio, se optó por no incluir instrumentos de promoción específicos; es un 
criterio con el que se podrá estar o no de acuerdo. De todas maneras, desde la Comisión Honoraria no 
tenemos del todo definida la postura, pero esta nos parece una instancia interesante para conversar acerca de 
la promoción de las cooperativas. No todos los días tenemos la posibilidad de abocarnos a tratar con 
exclusividad el tema de las cooperativas. 


El proyecto de ley tiene un artículo que ensaya una primaria definición acerca del asunto, cuando dice que 
"El Estado garantizará y promoverá el libre desarrollo y la autonomía de las cooperativas". Es cierto que se 
podría ser más explícito o más incisivo; por ejemplo, un proyecto de ley de los anteriores, de la década del 
ochenta, elaborado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, establecía en su primer artículo que se 
declaraba a las cooperativas de interés general e instrumentos eficaces para contribuir al desarrollo 
económico y social, al fortalecimiento de la democracia y a una más justa distribución de la riqueza. 
Agregaba que el Estado garantiza el libre desenvolvimiento y autonomía de las cooperativas y que cualquier 
actividad económica podrá ser organizada y desarrollada mediante una cooperativa constituida de acuerdo 
con esa ley. Ese mismo proyecto también establecía que el fomento debía pasar por una política crediticia que 
tendiera al desarrollo del cooperativismo y por medidas tributarias en el mismo sentido. También marcaba un 
tratamiento preferencial por parte de los organismos de financiamiento, del propio Banco de la República e 
inclusive del Banco de Seguros del Estado, y exoneraciones tributarias generales. Otro proyecto anterior 
sobre cooperativas, de la década del setenta, entre otras cosas establecía exoneraciones tributarias genéricas y 
daba efecto a los actos cooperativos, estableciendo que todos ellos estaban exentos de impuestos. 


Está claro que este proyecto en estudio no llega a este tipo de disposiciones programáticas tan explícitas, por 
lo menos generales, ni a esas medidas concretas de apoyo a las cooperativas, lo cual no quiere decir que no se 
esté pensando tanto por parte de esta Comisión Honoraria como seguramente de CUDECOOP y de los 
legisladores, que el Estado debe facilitar el desarrollo de las cooperativas. 


A nuestro juicio, lo que correspondería definir es si, además de una ley que refiera a la regulación de una 
manifestación económica y social que presenta caracteres propios y específicos, como son las cooperativas - 
tal cual está planteado-, se le incorporan formas e instrumentos concretos de fomento y de promoción a este 
tipo de entidades. Al respecto, quizás sea interesante marcar algunos pasajes de la Recomendación N* 193 de 
la OIT -aprobada en el año 2002-, que refiere al tema, la que fue acompañada por Uruguay en su delegación 
tripartita. Allí se consigna, por ejemplo, que una sociedad equilibrada precisa de sectores públicos y privados 
fuertes, de un fuerte sector cooperativo y mutualista, y de otras organizaciones sociales y no 
gubernamentales. Entre otras cosas, también se dice que las cooperativas deben beneficiarse de condiciones, 
conforme con la legislación y la práctica nacionales, que no sean menos favorables que las que se concedan a 
otras formas de empresa y de organización social. 


Los Gobiernos deberían adoptar medidas de apoyo apropiadas a las actividades de las cooperativas que 
respondan a determinados objetivos de política social y pública, como la promoción del empleo o el 
desarrollo de actividades en beneficio de los grupos o regiones desfavorecidos. En otro pasaje, se dice que los 
Estados miembros deberían adoptar una legislación y una reglamentación específicas en materia de 
cooperativas, inspiradas en los valores y en los principios cooperativos. Luego, la Recomendación incluye 
algunas definiciones más precisas de formas, y cómo eventualmente se podría fomentar y promocionar a las 
cooperativas. Por ejemplo, se establece que los Gobiernos deberían facilitar el acceso de las cooperativas a 
los servicios de apoyo con el fin de fortalecerlas y de mejorar su viabilidad empresarial. Citan que se 
deberían incluir, por ejemplo, programas de desarrollo de los recursos humanos, servicios de investigación y 
asesoramiento en materia de gestión, acceso al financiamiento y a la inversión, servicios de contabilidad y 
auditoría, servicios de información en materia de gestión, servicios de información y relaciones públicas, 
servicios de asesoramiento en materia de tecnología e innovación, servicios de apoyo al mercadeo y 
comercialización, etcétera. Se sigue mencionando una serie de medidas concretas y de instrumentos que me 


parecía interesante compartir porque de alguna manera nos ilustran acerca de distintas posibilidades de 
promover a las cooperativas. 


El siguiente punto refiere a algunos comentarios acerca de las características del proyecto de ley propiamente 
dicho -sin perjuicio de que ya hemos hecho algunos comentarios en los puntos anteriores- y, a la vez, se hace 
una combinación de comentarios generales con algunas propuestas específicas que resultaron de una reunión 
que tuvimos durante una jornada -como explicaba el contador Sarachu- en la que participaron todos los 
miembros de la Comisión Honoraria. 


Concretamente, con relación a la primera parte del proyecto de ley, al Título 1, Parte General, sobre la 
naturaleza jurídica que de alguna manera se pretende ensayar, en líneas generales nos parece atinado 
remarcar las diferencias de las cooperativas con otro tipo de entidades. De alguna manera esto está contenido 
tanto en el artículo 4%, donde se plantea una definición, como en el artículo 7*, que refiere a los principios, y 
en el artículo 8”, que tiene que ver con los caracteres de las cooperativas. En estos artículos se traza una 
forma clara de definir cuándo estamos frente a una cooperativa. Finalmente, el artículo 9%, que habla del acto 
cooperativo, termina esa precisión que se pretende hacer sobre las cooperativas. 


Eventualmente, podría haber algunas modificaciones sobre puntos que, por supuesto, son opinables. 


Por ejemplo, en el inciso primero del artículo 4? se incluye la definición de cooperativa de la Alianza 
Cooperativa Internacional. Desde siempre se ha discutido acerca de si es conveniente, si es de buena técnica 
legislativa, incluir una definición o, en todo caso, esas son cuestiones que deben quedar para la doctrina. De 
todas maneras, se trata de una definición de carácter muy general porque, en realidad, lo que pretendió la 
Alianza Cooperativa Internacional en el año 1995, cuando incluyó esa definición, fue generar una expresión 
de carácter abarcativo. Si uno repasa las legislaciones del MERCOSUR, tanto de Argentina, de Paraguay, 
como de Brasil, a las definiciones se les incluyen otros conceptos que eventualmente podrían ser 
considerados en esta oportunidad, como los de ayuda mutua, los de solidaridad, y el hecho de que son 
instituciones de interés social. No estamos trayendo aquí una redacción diferente, sino que estamos 
planteando que quizás puedan incorporarse otros conceptos que puedan delinear de forma más precisa aún lo 
que es una cooperativa. 


Con relación al acto cooperativo contenido en el artículo 9” del Capítulo I, los señores Diputados sabrán que, 
al respecto, en Uruguay se ha regulado muy poco. En los hechos, en nuestra legislación, la única ley que 
contiene una definición de acto cooperativo es la Ley N* 15.645, de 1984, que refiere a las cooperativas 
agrarias. De todos modos, todas las legislaciones del MERCOSUR hacen referencia al acto cooperativo, con 
mayor o menor alcance. En algunos países, como Argentina, más allá de la definición contenida en la ley, la 
doctrina y la jurisprudencia, en los últimos treinta años -según la ley de cooperativas argentina, que es de 
1973- ha habido un desarrollo bastante profuso e interesante acerca del acto cooperativo. Es decir que no ha 
sido necesario que la ley haya incorporado más elementos en la definición para que luego, en la práctica, se 
haya logrado despejar cuándo se estaba frente a un acto cooperativo o a un acto de comercio como, por 
ejemplo, una compraventa común. 


A nuestro juicio, en este proyecto de ley podría incluirse un mayor desarrollo de este tema. Generalmente, el 
acto cooperativo se asocia más que nada a los efectos tributarios, al hecho de que cuando se está frente a un 
acto cooperativo -por citar un solo ejemplo- no hay hecho imponible para el impuesto a las rentas, porque en 
definitiva el acto cooperativo es una relación en la cual no hay una generación de ganancias en las 
cooperativas en sí mismas. En todo caso, nos parece que una alternativa podría ser dar al proyecto de ley 
algunos efectos que de pronto no sean exclusivamente de carácter tributario sino mayores, pero reitero que, 
en todo caso, el hecho de que contenga la definición en sí misma de acto cooperativo, por lo menos, es un 
avance. Dejamos planteada, entonces -y por nuestra parte también asumimos la tarea de profundizar al 
respecto-, la posibilidad de un mayor desarrollo de este punto. 


En el artículo 7? están enunciados los principios cooperativos; en el penúltimo inciso se hace una referencia a 
que sus alcances y contenidos son los que emergen de la Recomendación N* 193 de la OIT, a la cual recién 
hacíamos referencia. Por cierto que esto también puede ser discutible: si conviene o no hacer referencia a un 
marco que, en todo caso, no controlamos -puede ser cambiante- o si, eventualmente, se podría hacer 
referencia nada más que a los principios cooperativos universales. En principio, nos parece que sería 
adecuado que contenga una enunciación y una referencia a los principios universales. De todas maneras, nos 
parece que no es algo de gran trascendencia; el Parlamento definirá al respecto. 


Otro de los puntos sobre los que hemos estado conversando en la Comisión Honoraria es la legislación 
supletoria del derecho cooperativo. Eso está referido en el artículo 3”, donde se habla de régimen y derecho 
cooperativo. Hoy por hoy, la realidad es que al conjunto de la legislación cooperativa -sobre la que hicimos 
un rápido repaso- se le aplica la Ley_N* 16.060 de Sociedades Comerciales por disposición del artículo 515 
de esa misma ley. Esta experiencia es relativamente reciente, es del año 1989 -llevamos dieciséis años con 
esta realidad-; no hay mucho desarrollo teórico acerca de si ha sido buena o no la aplicación en forma 
subsidiaria de la Ley de Sociedades Comerciales. Lo cierto es que, por lo que uno conoce, se han 
desarrollado algunas cooperativas o algunos emprendimientos conjuntos de cooperativas de segundo grado 
que, en la medida en que han logrado aplicar en forma subsidiaria la Ley de Sociedades Comerciales, han 
logrado regular ciertos aspectos, lo que de otra manera no lo hubieran conseguido. Por ejemplo -por nombrar 
un solo instituto-, el convenio de sindicación de acciones, previsto en la Ley de Sociedades Comerciales, no 
está previsto en la legislación cooperativa. De todas maneras, todavía no tenemos una opinión definitiva en 
cuanto a si es conveniente remitir a la Ley de Sociedades Comerciales o, lisa y llanamente, al derecho 
común. En todo caso, entendemos que el derecho cooperativo no debe ser cerrado e impermeable; en última 
instancia, necesariamente hay que recalar en el derecho común. 


En el artículo 10, que refiere a las modalidades, podría ser conveniente agregar a la expresión 
"consumidores", la palabra "usuarios". En definitiva, este artículo está delineando la existencia de dos clases 
de cooperativas: aquellas en las cuales el socio tiene una relación de usuario o de consumo para con la 
cooperativa, y aquellas otras en las cuales el socio tiene un puesto de trabajo, que son las cooperativas de 
trabajadores. Esto se plantea simplemente a los efectos aclaratorios, y siempre que estemos hablando -como 
dice el contador Boragno- de cooperativas de primer grado. 


En el Capítulo Il, referido a la constitución, planteamos una sugerencia al artículo 13 sobre el tipo de 
documento en el que se plasmará la constitución de la cooperativa. Consideramos que es conveniente 
establecer la obligatoriedad de protocolizar el estatuto de la cooperativa para que, de esa forma, quede 
incorporado al registro de un escribano, tenga mayor seguridad y a la vez se le dé fecha cierta al acto. 


En cuanto al artículo 18, que refiere a las cooperativas constituidas en el extranjero, se plantea la necesidad 
de procurar una reciprocidad, en particular en el ámbito regional, sobre todo en estas horas en las que 
estamos muy compenetrados con toda la temática de integración regional. 


SEÑOR BORAGNO.- ¿Está previsto un período de adaptación de todos los estatutos vigentes para 
cuando se apruebe este proyecto de ley? 


SEÑOR REYES.- Al final, el artículo 205 refiere a la adaptación de las cooperativas a las previsiones 
de la ley. 


En el Capítulo III, Socios, planteamos la siguiente sugerencia para el artículo 21. Cuando se establece que la 
responsabilidad de los socios queda limitada al "aporte suscrito", sugerimos que esa expresión se sustituya 
por "aporte integrado". Esto obedece a la práctica cotidiana de las cooperativas. De alguna manera, también 
entendemos que se asemeja a la Ley N? 16.060, de Sociedades Comerciales; no recuerdo el artículo, pero allí 
se establece que la responsabilidad refiere a la integración del capital. 


El Capítulo IV es el referente a "Organización y Administración", y las sugerencias concretas que 
proponemos son, en primer lugar, respecto al artículo 33, que tiene que ver con la convocatoria a las 
asambleas. Se ha considerado que el requisito de reunir como mínimo al 10% de los socios para convocar a 
asamblea -que es una de las formas de hacerlo-, en el caso de las cooperativas con muchos socios haría 
necesario varios cientos o miles de firmas. Se propone, entonces, como requisito, un número mínimo de 
socios y de esa forma la convocatoria se podría hacer con la cantidad que se alcanzara primero, es decir el 
10% o el número mínimo de socios. 


Luego realizamos una propuesta sobre el artículo 38, que refiere a las competencias de la Asamblea General. 
Se considera que la competencia de la Asamblea General contenida en este artículo es demasiado amplia, lo 
cual podría desembocar en una limitación para el buen funcionamiento de la cooperativa, tal vez haciéndolo 
inadecuado y poco ágil. Se sugiere, entonces, que se analice con mayor profundidad la posibilidad de reducir 
ese poder o alguna de esas facultades, en aras del funcionamiento ágil, siempre y cuando se sobreentienda 
que se dejan en la Asamblea General las competencias más importantes de cada cooperativa. 


SEÑOR BORAGNO.- Al elaborar este artículo veíamos que muchos aspectos que corresponden a la 
gestión de los Consejos de Administración son derivados a competencia de la Asamblea General. 
Quizás este tipo de atribuciones o competencias de la Asamblea es válido en modalidades como 
vivienda; pero en otras como consumo, producción, seguros, o todas las que tienen una gestión 
comercial para llevar adelante, el Consejo de Administración tiene que tener más libertad de acción y 
no estar supeditado a una limitante, como se establecería si uno se rigiera por los numerales que 
contiene este articulado. Por lo tanto, en la parte general de la ley, se debe considerar remitir a la 
Asamblea las competencias que se entiendan importantes o que sean de carácter estratégico para la 
cooperativa, y no tanto las de gestión. Si alguna modalidad quisiera retomar para sí, podría incluirlo 
en su capítulo específico. 


SEÑOR PATRONE.- ¿En qué casos se plantearían esas dudas? 


SEÑOR BORAGNO.- Para ello podríamos analizar los numerales del artículo 38. Hay cooperativas en 
las que elegir remover a los miembros del Consejo Directivo y de la Comisión Fiscal, no corresponde a 
la Asamblea sino a actos electorales específicos, es decir que no serían competencia de la gestión sino de 
otros órganos definidos en la cooperativa. Fijar las remuneraciones y compensaciones de los miembros 
del Consejo Directivo, puede estar incluido. Resolver estados contables y decidir sobre la distribución 
de los excedentes, también corresponde. En cuanto a la emisión de obligaciones, títulos de inversión y 
participaciones especiales -aunque se podrá opinar que corresponde a la Asamblea- puede ser producto 
de una acción financiera, o de gestión que tiene que llevarse rápidamente a cabo y derivar esos temas a 
una Asamblea puede ser una limitante. En cuanto a decidir acción de responsabilidad, no hay 
inconveniente. El ítem relativo a decidir sobre la asociación con personas de distinta naturaleza 
jurídica públicas o privadas, en la medida que la ley lo establece y los mecanismos se puedan dar, 
podría implicar una limitación en acciones comerciales, por ejemplo. Para dar un ejemplo puedo decir 
que a nivel de las cooperativas de consumo tenemos muchos acuerdos comerciales con diversas firmas 
que no son cooperativas, y están comprendidos en las posibilidades de gestión de estas. Someter esa 
decisión a una Asamblea obligaría a convocarla prácticamente en forma mensual, a fin de poder hacer 
los acuerdos con las entidades por las cuales prestamos servicios. Sí está bien resolver sobre fusión e 
incorporación. En cuanto a resolver sobre las apelaciones de los socios que fueren excluidos en virtud 
de resoluciones del Consejo Directivo, no tenemos opinión y no lo hemos conversado. Resolver sobre 
las reclamaciones de los socios contra los actos del Consejo Directivo y de la Comisión Fiscal, son 
recursos que eventualmente puede tener cada cooperativa por estatuto, resolviéndolos de diferente 
forma; no necesariamente tiene que ser a través de una asamblea, sino que puede estar a cargo de un 
tribunal integrado por la Comisión Fiscal, o algún otro que se cree al respecto. 


Por tanto, decíamos que los actos que podrían tener competencia sobre la acción de los Consejos Directivos 
podrían ser una limitante para la gestión. 


SEÑOR REYES.- Procuraría finalizar refiriéndome solo a un punto más, que es el atinente al 
contralor de las cooperativas y la promoción. Creo que ya hicimos algún comentario, en el sentido de 
que puede tratarse de una aparente disyuntiva en cuanto a si incluir en la ley ambas cuestiones. A la 
vez, también aparece como una eventual disyuntiva si conviene que en un organismo del Estado estén 
reunidos ambos aspectos. Básicamente, esto tiene que ver con el capítulo referente al "Consejo 
Superior del Cooperativismo", que está incluido en el Capítulo VI del proyecto de ley. 


Al respecto, queríamos compartir, a grandes rasgos, algunas experiencias de otros países, hacer luego 
referencia a lo que ocurre actualmente en nuestro país y mencionar posibilidades que se nos ocurren, por 
supuesto que en el entendido de que lo que estamos haciendo es un intercambio de ideas y no se trata de 
posiciones definitivas sino que se enriquecerán en el transcurso del debate. 


En América Latina, la injerencia del Estado en las cooperativas ha sido importante. Inclusive, algunos 
estudiosos del tema han opinado que la intervención es demasiada. A la vez, en algunos lugares, separan el 
control de la promoción y en otros transitan por el mismo organismo. Para citar algunos ejemplos puedo decir 
que en Chile, el control y la promoción se encuentran en un mismo organismo, el Departamento de 
Cooperativas, perteneciente al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. En Argentina, ocurre lo 
mismo, pero el organismo -que se llama INAES- está ubicado en el Ministerio de Desarrollo Social, y tiene la 


posibilidad de realizar convenios con los Gobiernos provinciales, lo que realmente hace. En Paraguay existe 
un organismo que se llama INCOOP, que tiene a su cargo la supervisión de las cooperativas, pero no está 
ubicado en ningún Ministerio sino que es autónomo y autárquico -inclusive, tiene una financiación propia a 
partir de algunos tributos- y la promoción está radicada en otras oficinas del Estado. Brasil, en la 
Constitución de 1988, estableció cuatro o cinco normas relativas a las cooperativas. Aunque lo hizo con 
carácter programático, allí consignó la importancia de las cooperativas, de su promoción y fomento, pero 
hasta el momento no ha emitido una ley que logre aterrizar aquellas cláusulas programáticas. Hoy por hoy, 
está la OCB -Organización de Cooperativas de Brasil- y el CESCOOP, que si bien son organizaciones no 
gubernamentales, tienen un reconocimiento de parte del Estado y, de alguna manera, una delegación del 
control de las cooperativas 


Además, existe un departamento de promoción de cooperativas dentro del Ministerio de Agricultura y, a su 
vez, dentro de la tendencia de regular por determinadas actividades, se da algo así como lo que ha ocurrido 
en Uruguay con las Unidades Reguladoras, que en Brasil se llaman Agencias de Regulación. Hay dos 
agencias específicas, una regula las cooperativas de electrificación rural y la otra, las de salud. 


Los ejemplos podrían ser muchísimo más, pero no quiero extenderme porque la idea era reflexionar con 
ustedes y mostrarles que la variedad puede ser muy grande. 


Acá derivo hacia una conclusión y es que, seguramente, no podamos tener la certeza de que lo que se legisle 
sea lo más adecuado. En todo caso, hay que asumir riesgos. 


Además, la promoción de las cooperativas nunca ha estado sistematizada, es decir que nunca ha habido un 
organismo en el que esa promoción o fomento se concentrase. También podríamos decir que nunca han 
habido políticas claramente definidas en este sentido. Corresponde reconocer que ha habido acciones de los 
Gobiernos en pro de las cooperativas. Aunque en los últimos años se han perdido muchísimas exoneraciones 
tributarias de las cooperativas, no podemos negar que en la década del sesenta, por ejemplo, cuando se dicta 
la Ley N* 13.481 y pocos años después, cuando las cooperativas de consumo se asimilan en los aspectos 
tributarios a las de producción, hay una forma de impulso. Quizás desde el punto de vista estrictamente 
técnico uno podría pensar que no son exoneraciones tributarias o exenciones porque las cooperativas realizan 
actos cooperativos por lo que, en realidad, son hechos no imponibles, pero más allá de esa discusión -que es 
técnica, que es de la realidad y no es menor-, lo cierto es que hay que reconocer que ahí hubo una medida 
determinada. Inclusive, creo que las retenciones de los haberes salariales y de las pasividades que tienen 
muchas clases de cooperativas, también son una forma de brindarles un apoyo. De cualquier manera, el 
concepto al que quería llegar era a que esta es la primera vez que se va a legislar al respecto y, por lo tanto, 
no tenemos antecedentes. Es por ello que habrá que asumir el riesgo por cualquier decisión que se adopte. 


Respecto del control, en cambio, la realidad es diferente. Hay distintas etapas, pero no vamos a referirnos a 
esto en forma extensa sino a relatar el panorama actual, para luego tratar de dar nuestros puntos de vista al 
respecto. 


En 1996, en los artículos 190 y 191 de la Ley N? 16.736 se estableció que el control de las cooperativas de 
producción, de consumo, de ahorro y crédito y agroindustriales debería realizarse por lo que en aquel 
momento era la Inspección General de Hacienda, actual Auditoría Interna de la Nación. Se dispuso la 
reglamentación de estos artículos, señalando que el órgano ejecutor de ese control y supervisión era la 
Inspección General de Hacienda. Las cooperativas de vivienda quedaban a cargo del Ministerio de Vivienda 
y las cooperativas agrarias, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Con el transcurso de los años han surgido otras experiencias cooperativas que, quizás, resulte difícil tipificar 
con absoluta claridad, pero en general, son cooperativas de segundo grado que han nacido a partir de la 
integración de varias cooperativas, como es la cooperativa de seguros, la de turismo o la de garantías 
recíprocas, pero todas ellas se han considerado como cooperativas de consumo y, por lo tanto, también 
quedan en ese casillero. 


A la vez, las cooperativas tienen un contralor en función de la actividad que realizan. Por ejemplo, las de 
intermediación financiera tienen un doble control: el del Banco Central del Uruguay, que controla su 
operatoria, y el de la Auditoría Interna de la Nación, que supervisa los aspectos societarios. Las cooperativas 
de ahorro y crédito y de capitalización son controladas por la Auditoría Interna de la Nación porque no 


practican intermediación financiera. Las de salud son controladas por el Ministerio de Salud Pública y, en 
realidad, son cooperativas de trabajo. 


Desde el punto de vista de la Comisión Honoraria, este panorama nos hace pensar que no es buena la 
dispersión; no es conveniente. Por diversas razones es más adecuado procurar que esto se concentre en un 
solo organismo. 


Luego viene la discusión acerca de si el organismo más adecuado para realizar los controles es este que se 
crea por la ley, el Consejo Superior del Cooperativismo, o si sigue siendo mejor que sea el Ministerio de 
Economía y Finanzas, mediante la Auditoría Interna de la Nación. En todo caso, se podrían unificar los 
controles en esta repartición, para lo cual habrá que legislar, pero, además, habrá que actuar en consecuencia, 
es decir, asignarle los recursos necesarios para que eso sea posible. 


También es cierto que a nivel, no tanto de América Latina sino de Europa, se han ido generando mecanismos 
de autocontrol por parte de las cooperativas. Ahí se suelen destacar claramente los ejemplos de Alemania e 
Italia. Allí se han generado federaciones muy potentes a las que, luego de ser reconocidas por los Estados, les 
delegan los controles. 


En el proyecto de ley se plantea un Consejo del Cooperativismo, que está radicado en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Creo que CUDECOOP debió haber explicado que esta ubicación obedeció a no 
innovar demasiado y a seguir la onda de la Comisión Honoraria del Cooperativismo. Entiendo que estamos 
ante dos organismos diferentes. La Comisión Honoraria es una comisión que, en el marco del artículo 230 de 
la Constitución, se la podría calificar de sectorial, aunque no se tipifica exactamente como comisión sectorial, 
y este Consejo Superior del Cooperativismo pretende ser un organismo de otra magnitud, con otro conjunto 
de competencias y atribuciones. 


Para dar otro ejemplo, quiero decir que hay latitudes en las que se crean organismos autónomos. Creo que 
cité este caso que es el de Paraguay y también de Costa Rica, en donde el organismo se llama INFOCOOP. 
En esos casos, hay determinados tributos que están asignados al financiamiento de estos organismos. 


Como resumen, nos parece que el control y la promoción no necesariamente deben estar juntos, que el 
control no debe estar disperso -hay que procurar que se concentre en un solo organismo especializado- y que 
debe haber un organismo que concentre la promoción, aunque en definitiva coordine sus actividades y 
medidas con otros organismos del Gobierno. Reitero que debe existir un control especializado para las 
cooperativas -en lo posible no disperso- y un organismo que se aboque a la promoción y al fomento, 
coordinando con las demás reparticiones competentes del Estado. 


En cuanto a la ubicación, puede pensarse en un Ministerio, pero hay que tener cuidado porque a veces se 
sesga la actuación de ese organismo en función de la actuación de la Cartera. Por ejemplo, podríamos pensar 
en ubicarlo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -uno de los posibles-; parecería impensable 
hacerlo en el Ministerio del Interior. 


Tenemos la experiencia de la Dirección de Fomento Cooperativo, radicada en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social durante la primera Administración del doctor Sanguinetti -entre 1985 y 1990-, y quizás se 
tenga que consultar cuál fue el resultado. 


Tal vez pueda hacerse en el Ministerio de Economía y Finanzas; de hecho, la Auditoría Interna de la Nación, 
que es el organismo que controla, pertenece a ese Ministerio. 


En definitiva, nosotros traemos estas reflexiones como elementos primarios para seguir profundizando en los 
próximos días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algunas preguntas en base a afirmaciones del doctor Rippe, 
realizadas en esta Comisión. 


El doctor Rippe se refirió a la responsabilidad de los administradores, y los visitantes del día de hoy hicieron 
alguna precisión que, si no me equivoco, figura en el artículo 21. 


Él manifestaba que era escaso el nivel de responsabilidad, y hacía referencia a la responsabilidad de los 
administradores en materia de sociedades comerciales y demás, que iba más allá de las que se establecen acá, 
que tienen que ver con los literales A) y B). 


Los visitantes del día de hoy propondría modificar el aporte integrado, por un monto suplementario que 
deberá siempre ser determinado en el estatuto y no superior a veinte veces el importe del aporte suscrito. 


Quisiera escuchar algún comentario al respecto, porque de acuerdo con las diferentes formas jurídicas, las 
responsabilidades generales son más trascendentes. 


SEÑOR REYES.- Quiero hacer una distinción. 


El artículo 21 no refiere a la responsabilidad de los administradores, sino a la responsabilidad del asociado, 
del conjunto de los socios. Lo que se establece en este artículo es la posibilidad de que la responsabilidad sea 
limitada -que es lo que hoy existe en derecho positivo- y que existan cooperativas con responsabilidad 
suplementada, que es un mecanismo que está instaurado en la Ley N* 15.645, de Cooperativas Agrarias. 


En cuanto a la responsabilidad de los administradores, de los miembros del Consejo Directivo -que estaría en 
el artículo 44-, hay una regulación escueta. 


Creo que aquí hay dos alternativas: regular más a fondo o, en la medida en que se mantenga la aplicación en 
forma subsidiara de la Ley de sociedades comerciales, la responsabilidad de los Directores está 
adecuadamente regulada en esta ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero ver si entendí. 


El primer inciso del artículo 44 establece: "(...) responden solidariamente frente a la cooperativa y los socios 
. . . . y 

por violación de la ley, el estatuto y los reglamentos". Inclusive, habría que generar un mecanismo para 

eximirse a posteriori. 


Aquí podría establecerse a texto expreso que el resto de las responsabilidades estarán regidas por las normas 
generales de la Ley_de sociedades comerciales; creo que de esta forma se salvaría esta responsabilidad, que 
me parece que fue pensada -tal cual fue planteada-, en torno a las responsabilidades no hacia el interior de la 
cooperativa, sino hacia otros: hacia aquellos que tengan algún tipo de intercambio comercial con las 
cooperativas. 


Al menos esto es lo que entendí de la preocupación planteada por el doctor Rippe, que me parece válida. 


Tal vez los visitantes de hoy podrían acercarnos alguna redacción en tal sentido, más allá de que nosotros 
evaluemos otras posibilidades. 


SEÑOR PATRONE.- La interrogante que voy a formular no tiene que ver con las declaraciones del 
doctor Rippe, sino que es una inquietud personal. 


Me preocupación proviene de la distinción entre cooperativas y pseudocooperativas. Sinceramente debo decir 
que leyendo el texto del proyecto de ley no me queda claro si nos protege de la existencia de 
pseudocooperativas, y voy a citar un ejemplo. 


Seguramente todos recordemos el caso de la Central Cooperativa de Carne -CECOCA-, cuando operaba un 
frigorífico; como se trataba de una cooperativa de segundo o tercer grado -no recuerdo bien-, tenía un número 
muy importante de socios, pero no eran socios los cuatrocientos operarios de la industria. 


Quisiera saber si es o no una cooperativa y si a través de la ley se puede evitar que cinco personas formen una 
cooperativa para operar un frigorífico, pero tengan cuatrocientos operarios. Esto lo digo en el entendido de 
que el sistema cooperativo es todo lo contrario a esto: trata de fomentar el trabajo y todo lo que figura en la 
ley, que compartimos; es más, creo que es el espíritu de todos quienes con entusiasmo estamos aquí sentados, 
pues somos favorables a este tipo de hechos. Lo que no queremos es que se genere lo contrario, es decir, 
permitir que haya gente que pueda hacer trampas a esto. 


Además, quisiera saber si en el espíritu cooperativo no debería existir una relación entre el número de socios 
y el número de contratados. ¿Qué quiero decir? Que no es lo mismo tener una cooperativa de diez socios, que 
emplean a diez mil personas, que tener diez mil cooperarios, que emplean a diez personas. 


SEÑOR BORAGNO.- En el artículo 113 -Capítulo II, "Cooperativas de Producción o Trabajo 
Asociado"- se establece una relación que limita, pero es para el caso de las cooperativas de producción. 
Creo que es más riesgoso lo que plantea el señor Diputado Patrone en el caso de las cooperativas de 
ahorro y crédito, en el que la gente, por necesidad, firma cualquier documento sin leer la letra chica, y 
teóricamente se hace socia cediendo sus derechos. 


La preocupación es pertinente, y creo que la tenemos que recoger de alguna forma -si es que ya no está 
contemplada- en algunas de las disposiciones de los capítulos. Eventualmente, podría utilizarse esta ley para 
crearse cooperativas en cualquier giro de actividad. Toda la estructura jurídica del concepto de cooperativa se 
utiliza mucho en el giro de ahorro y crédito para aprovecharse de los beneficios. 


SEÑOR REYES.- Compartimos la preocupación del señor Diputado Patrone. 


Además, el fenómeno de la utilización del ropaje de instituciones que no son cooperativas genuinas se ha 
extendido en varias modalidades: ahorro y crédito, trabajo, vivienda, etcétera. 


Nos parece que en la medida en que la regulación sea más precisa -eso es lo que deberíamos cuidar en el 
proyecto- y que los controles sean más efectivos, se lograría una primera forma de detectar esta cuestión. Por 
ejemplo, en el ámbito de ahorro y crédito sabemos que hace cuatro años la Auditoría Interna de la Nación 
procuró desnudar la situación de tres o cuatro entidades que realmente no eran cooperativas, pero su accionar 
estuvo limitado por la propia legislación de ahorro y crédito, que al ser tan genérica y laxa le imposibilitó 
probar con contundencia esa situación. Además, nos consta que se intervino judicialmente, y no fueron 
simples inspecciones de cooperativas. Concretamente, sabemos que se denunció a nivel judicial a cinco 
cooperativas, algunas inclusive que hoy tienen mucha publicidad en televisión. 


A raíz de esto, recuerdo que la Auditoría Interna de la Nación generó un proyecto de ley -seguimos en el 
ejemplo de cooperativas de ahorro y crédito; después podremos referirnos a otros giros de actividad- para 
regular estas instituciones y procurar que existiera un funcionamiento social, que hubiera asambleas, para 
saber como se formaban sus fondos, que eran poco transparentes y seguramente lo sigan siendo. Entonces, el 
proyecto apuntaba a establecer que las instituciones de ahorro y crédito o instituciones bancarias podrían 
fondearse, pero deberían estar controladas por el Banco Central u organismos internacionales, como por 
ejemplo el BID, que muchas veces canaliza fondos a través de las cooperativas para las PYMES. Esto de 
alguna manera está recogido en este proyecto de ley, en el capítulo de ahorro y crédito. 


Lamentablemente, el proyecto de la Auditoría Interna de la Nación naufragó; inclusive, el Auditor Interno de 
la Nación de entonces, doctor Corbo, aunque presentó con mucho entusiasmo el proyecto, no tuvo eco en el 
Poder Ejecutivo, ya que ni siquiera fue enviado al Parlamento. En el capítulo de ahorro y crédito en buena 
medida se toma en cuenta este proyecto que quedó congelado. 


A la vez, hay algunas cuestiones que aparentemente son difíciles de definir e, inclusive, puede haber distintas 
visiones. Hay que reconocer que el cooperativismo es una herramienta que puede ser utilizada por los más 
amplios sectores de la sociedad, de los que poseen pocos recursos hasta los que tienen muchos. 


La semana pasada estuve reunido en Rosario, Argentina, con directivos de ACA, Asociación de Cooperativas 
Argentinas. Esta institución posee dos puertos sobre el río Paraná que canalizan el 20% de la producción de 
granos de Argentina; imagínense lo que eso significa. Estas instituciones tienen miles de empleados, y los 
socios son los productores. Entonces, si hacemos una comparación, estamos hablando de que las cooperativas 
tienen trescientos o cuatrocientos productores, pero tienen miles de empleados, porque poseen plantas de 
procesamiento de sus materias primas, de aceites, de granos, y dos puertos que son los más grandes del río 
Paraná. Con esto no estoy diciendo que no haya que atacar la utilización inadecuada e indebida de la 
herramienta cooperativa, sino simplemente que hay que tener cuidado porque esta modalidad es utilizada en 
distintos sectores de la economía que aparecen absolutamente diferentes. 


Inclusive, tengo experiencia en varias modalidades de cooperativismo. Hice horas en una cooperativa por 
ayuda mutua, en la que viví un tiempo, y ahí participaba más que a diario: en todas las horas. En cambio, 
debo reconocer que también soy socio de una cooperativa de ahorro y crédito, y tal vez participe porque 
tengo inquietudes, pero podría vivir toda la vida sin hacerlo e igualmente sería socio. No estoy justificando la 
existencia de falsas cooperativas, sino diciendo que a veces hay realidades que no necesariamente desvirtúan 
la figura del cooperativismo, porque las cooperativas de ahorro y crédito siguen siendo tales, y de ninguna 
manera podemos afirmar que su funcionamiento sea diferente ni que haya un capitalista o un inversor que 
esté acopiando dinero. Hay que reconocer que hay distintos niveles de participación, de acuerdo con el tipo 
de cooperativa. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En una reunión que mantuvimos con dos catedráticos de derecho a 
propósito de los deudores se planteó esta situación. 


Precisamente, se está elaborando un proyecto de ley por el que se obliga a las cooperativas a que, cuando 
ejecutan a un deudor, presenten determinadas actas de asambleas, socios, capital, y demuestren que no es de 
intermediación financiera. Es decir, lo que se busca es desenmascarar a las falsas cooperativas. 


Uno de estos catedráticos, cuyo nombre no recuerdo, había elaborado una iniciativa en el mismo sentido, y 
creo que se refería a las cooperativas de intermediación financiera, que fueron las que hicieron más daño 
últimamente con respecto al endeudamiento interno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se habló también de las multas, y el doctor Rippe nos dijo que en ese caso de 
las sociedades anónimas se establecían multas de hasta 10.000 unidades reajustables. En este caso eran 
acumulativas, lo que no se plantea en este proyecto. En el caso de las sociedades mixtas privadas, 
asociaciones entre cooperativas y entidades no cooperativas, había una definición acerca de si deben 
ser sectoriales o multisectoriales en su rama de actividad. 


En el tema de las cooperativas extranjeras ustedes proponen una modificación. El doctor Rippe decía que era 
contradictorio con la ley de inversiones, la que establecía un tratamiento igualitario para las empresas 
nacionales y extranjeras. 


Hago referencia a estas cuestiones porque quiero que quede constancia en la versión taquigráfica de la 
opinión de la Comisión Honoraria del Cooperativismo respecto a lo que el doctor Rippe manifestaba. Por 
otro lado, sostenía que no se permitía transformar cooperativas en sociedades comerciales. Él hablaba de 
otras cuestiones que yo comparto, como que este es un proyecto de ley básicamente societario y que no 
contiene aspectos relevantes respecto a la promoción y desarrollo del sistema cooperativo. Me parece que 
está bien que eso sea así, pero me gustaría saber su opinión. Ya fue planteado en parte el tema de la 
responsabilidad, el de las sanciones, el de la precisión respecto a las sociedades mixtas, el de la asociación 
entre cooperativas y sociedades comerciales de otro tipo y el de las cooperativas extranjeras. 


SEÑOR REYES.- Con relación al elenco de sanciones, es acertado lo que dice el doctor Rippe en 
cuanto a que la ley de sociedades comerciales establece una sanción de hasta 10.000 unidades 
reajustables y el proyecto de ley habla de 1.000 unidades reajustables. Al respecto, no hemos 
profundizado, pero nos parece atinado abordar el punto. Si eventualmente se entiende que hay que 
elevar la cuantía de la sanción, no lo vemos problemático. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Rippe planteaba dos cuestiones: el monto y la acumulación. Es 
decir, ante la sanción reiterada se aplica un mecanismo que la gradúe en función de la reiteración de la 
sanción. 


SEÑOR REYES.- Es importante la observación que hacía el doctor Rippe. Si hay otros aspectos que no 
están regulados y si la ley de sociedades comerciales se aplica en forma subsidiaria y no es 
contradictoria con las soluciones de este proyecto ley, están contenidas en la ley de sociedades; es decir 
que se van a aplicar igual que en las cooperativas. En este caso no, porque hay una solución 
contradictoria. Si la ley de sociedades habla de 10.000 unidades reajustable y el proyecto establece 
1.000 unidades reajustables, queda esta última cifra como una sanción máxima. Por lo tanto, es atinado 
analizar el punto. 


Respecto a las sociedades mixtas, leí la versión taquigráfica de la sesión anterior en la cual participó el doctor 
Rippe, pero no recuerdo con precisión ese comentario o esa observación, por lo que tengo miedo de 
equivocarme en la respuesta. El artículo 103 del proyecto de ley prevé la existencia de las cooperativas 
mixtas y no sé si él se refería a eso. Otro aspecto es la no transformación. Seguramente, coincidimos con el 
doctor Rippe en el sentido de que las cooperativas no deben poder transformarse en otro tipo de sociedades, 
como lo establece el artículo 12. A nuestro juicio, eso es la esencia de las cooperativas. Por supuesto que no 
voy a hablar del doctor Rippe, pero salvo que él haya cambiado de opinión -él sostiene esto en obras 
anteriores que he leído-, estaríamos de acuerdo con que esto es correcto y atinado. De lo contrario, si por vía 
de la transformación las cooperativas pudiesen repartir las reservas, que son irrepartibles, estaríamos 
desvirtuando la forma cooperativa. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Si mal no recuerdo, se refería a toda la dinámica económica y 
comercial del futuro. Al igual que usted hablaba del desarrollo científico técnico, él hablaba del 
desarrollo desde el punto de vista económico productivo y de la necesidad de dar posibilidades para 
que en el futuro la cooperativa como tal pueda formar parte de otra sociedad, como una entidad que 
pueda asociarse a otras entidades comerciales que no necesariamente sean cooperativas. 


SEÑOR REYES.- Eso lo compartimos, porque entendemos que en la medida en que hoy se da esa 
dinámica en la economía, y en tanto las cooperativas no trasladen beneficios que le son propios a otras 
sociedades, podrían asociarse. En el artículo 11 está prevista la posibilidad de la asociación de las 
cooperativas con otras personas jurídicas. De alguna manera, aunque quizá no sea estrictamente el 
punto al que ustedes se refirieron, los artículos 102,103 y 104, tomados de la legislación española, 
apuntan a generar esas posibilidades. Creo que también se podría analizar si las soluciones aquí 
planteadas son las más correctas. 


Respecto al punto de las cooperativas extranjeras, dijimos que la intención era revisar si no contradice alguna 
disposición legal. Fundamentalmente, nuestra idea es adoptar criterios de reciprocidad. De acuerdo con el 
modo en que puedan operar las cooperativas uruguayas en los países del MERCOSUR, Uruguay podría tener 
una legislación simétrica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería interesante que nos dijeran si existe un tratamiento diferencial en la 
legislación de los países de la región en cuanto a las cooperativas. En realidad, en líneas generales esto 
puede ser una contradicción. 


SEÑOR REYES.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Decía que en la ley de inversiones se establecía el tratamiento igualitario para 
las empresas extranjeras y nacionales. No estoy hablando de la opinión de fondo, sino de cómo 
quedamos con la legislación vigente. Por eso sería bueno saber si en este marco, en esta zona, empiezan 
a regir los convenios que el país tiene establecidos a nivel regional y extra región. Deberíamos tratar de 
que la ley quede en coincidencia. Si en la región hay un tratamiento específico, comparto el criterio de 
tener una política espejo. Si en realidad rigen las mismas normas que para las sociedades comerciales 
en general, no va a ser fácil establecer una política diferencial en el área del sistema cooperativo. Es 
una opinión. 


SEÑOR SARACHU.- Hay todo un tema que tiene que ver con la política tributaria, en la que 
expresamente no se introduce mucho esta ley, sin perjuicio de mantener los esquemas actuales. En este 
momento, se estaba a la espera de criterios generales de la reforma tributaria. Ya tenemos pensado 
establecer contacto con el Ministerio de Economía y Finanzas en este sentido y ver cómo se está 
encaminando la temática de las exoneraciones actuales y las posibles y las posibles dentro del esquema 
futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso tendremos que verlo pero, en lo personal, me parece bien porque, de 
hecho, la ley mantiene las exoneraciones vigentes y las modificaciones que haya en materia tributaria 
van a venir con la reforma. No vamos a demorar la aprobación de la ley en espera de la reforma 


tributaria, que va a tener un amplio debate. Debemos avanzar y la reforma tributaria establecerá las 
modificaciones pertinentes. 


SEÑOR REYES.- Respecto a si es conveniente o no que esté en la órbita de la OPP, nos parece que 
sería prudente hacer alguna consulta a alguien especializado en derecho público o derecho 
administrativo. 


SEÑOR SARACHU.- Dependerá de los cometidos. 


SEÑOR REYES.- Desde nuestro punto de vista hay que estar abierto a conversar acerca de la 
posibilidad de que la integración de ese órgano sea más amplia. Hoy todos reconocemos que el 
movimiento de cooperativas organizadas en CUDECOOP es la institución de tercer grado que aglutina 
a la mayoría de las cooperativas y puede representar al movimiento. En el proyecto del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de la década del ochenta se establecía la formación de un instituto nacional 
de cooperativas en el que había seis o siete representantes, uno por cada uno de los Ministerios, más los 
representantes del cooperativismo. En definitiva, la reflexión es que hay que estar abierto a las 
distintas posibilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de estas dos visitas, la Comisión tendrá que discutir y, eventualmente, 
recoger la propuesta de consultar a la Asociación de Escribanos del Uruguay y realizar alguna consulta 
en materia de derecho público, porque uno de los argumentos que establecía el doctor Rippe tenía que 
ver con la presentación de recursos administrativos. ¿Ante quién se presenta un recurso administrativo 
contra una decisión del Consejo Superior? Debería presentarse ante la OPP. Hay que avanzar en este 
aspecto. 


También tenemos alguna solicitud de un conjunto de cooperativas de ahorro y crédito del departamento de 
Maldonado a las cuales vamos a recibir en algún momento. Después de esta ronda de entrevistas supongo que 
vamos a tener otro intercambio con ustedes. Creemos que sería buena idea que alguna de las propuestas que 
hoy nos hicieron respecto a modificaciones fueran enviadas a la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


